
Boletín Informativo de  Iniciativas Ciudadanas  de Construcción de Paz  en Colombia

         Taula Catalana per la Pau i els Drets Humans a Colòmbia
 - octubre - diciembre  05


· COLOMBIA 

1-GRUPOS ÉTNICOS                 2-INICIATIVAS DE GOBERNABILIDAD PARTICIPATIVA
 3-MOVIMIENTO DE MUJERES           4-SINDICATOS                 5-DERECHOS HUMANOS
 6-CAMPESINOS     7-ACCIONES ECOLOGÍCAS   8-ORGANIZACIONES COMUNITARIAS
COCOMUNITARIAS                                           555

· EUROPA

· AGENDA DE ACTIVIDADES

ANÁLISIS DE LAS INICIATIVAS CIVILES DE PAZ
· COLOMBIA 

1-GRUPOS ÉTNICOS 
Masiva movilización indígena por el derecho a la tierra y autonomía en memoria de la conquista española. 

6 mil indígenas Chamí se movilizaron en “Minga por la Vida, porque otro país es posible y necesario” desde Caldas y Risaralda hacia Manizales y Pereira. En un primer momento fue reprimida por la fuerza pública con un balance de 20 indígenas heridos y uno muerto, siendo sólo posteriormente, que el gobierno nacional aceptó su realización. Los indígenas se manifestaban por el derecho a la tierra frente a los intereses nacionales y transnacionales económicos y por la libre determinación de los pueblos indígenas en el marco de las movilizaciones de celebración del día 12 de octubre. La Minga acabó en un encuentro interétnico profundizando sobre temas como la construcción de una región autónoma fundamentada en la seguridad humana contrapuesta a la política de seguridad democrática del presidente Uribe y con un modelo económico alternativo al impuesto desde el neoliberalismo y el TLC.  

Fuente: CRIC, ONIC, 10/10/05; El Tiempo, 11 y 12/10/05.
Indígenas por la recuperación de la madre tierra a pesar de las acciones represivas militares recibidas.

Desde la movilización en “Minga por la Vida” hasta finales de noviembre los pueblos indígenas Nasa, Guambiano, Kokonuko y Totoró del departamento del Cauca realizaron 6 masivas ocupaciones pacíficas de fincas como estrategia de recuperación y reclamo de las 146 mil hectáreas que el gobierno les prometió en 1995. La fuerza pública impidió 3 desalojos y activó el desalojo de 3 ocupaciones a través de acciones progresivamente más violentas resultando, en la última ocupación, un saldo de un muerto y 12 heridos detenidos (Finca Japio). Si bien los indígenas a través de sus ocupaciones pacíficas reclamaban el diálogo con el presidente para activar el cumplimiento de la promesa de tierras, el resultado fue positivo únicamente en la primera ocupación de la Hacienda El Hapio (Huellas Caloto). Todas estas ocupaciones han sido apoyadas, especialmente, por los sectores campesino y afrocolombiano aliados al indígena en el Mandato Agrario por el derecho a la vida digna, la tierra, la territorialidad y soberanía alimentaria desde 2003.
Fuente: ACIN, 18 y 19/10/05; El Colombiano, 20/10/05.Actualidad Etnica, 21/10/05, ACIN, 05/11/05; CRIC, 08/11/05; ONIC,10/11/05, El Tiempo 16/11/06

CRIC tildó de inadecuadas las acciones militares y judiciales represivas del gobierno como solución  al conflicto social de los indígenas.
El CRIC alertó al gobierno que sus medidas militares y judiciales represivas de resolver el conflicto social de las tierras en el Norte del Cauca agudizan la violación de derechos humanos en las comunidades indígenas y debilitan sus procesos organizativos civiles de paz. También manifestaron su extrañez ante la diferente respuesta del gobierno, esta vez permisiva,  frente a la instalación de estructuras criminales en la nueva fase paraestatal y militarizada en diferentes zonas del país. Preocupados por la respuesta del gobierno a la problemática indígena le plantearon, así como también a los organismos de veeduría de derechos humanos, el envío de una comisión que constate la inexistencia de actores armados en sus comunidades con el fin de parar la militarización de la zona y de respetar su autonomía en el marco del Estado Social de Derecho y del Derecho propio. 
Fuente: Cric: 9,11, 14, 16/11/05, 

16 Indígenas kankuamos  inocentes después de ser detenidos arbitrariamente acusados de rebelión.
 Al finalizar las audiencias los abogados defensores concluyeron que los indígenas no sólo eran inocentes de los cargos que se les imputaba sino que fueron capturados de manera ilegal por simples señalamientos. Una misión de acompañamiento nacional e internacional acompañó estas audiencias y verificó las precarias condiciones en las que se encuentra este pueblo indígena así como las condiciones infrahumanas en las que se encontraban los indígenas detenidos de forma arbitraria. En esta misión internacional participaron el Partido Verde, internacional peace observatory y el partido verde italiano.
Fuente: codhes, 17/11/05. El Tiempo, 14/11/05

Comunidades del Chocó enviaron una carta a actores armados y gobierno exigiendo el respeto a su identidad, territorio y autonomía.

Comunidades afrocolombianas y pueblos indígenas dirigieron diferentes cartas, al presidente Álvaro Uribe Vélez, a los comandos centrales de las FARC y el ELN así como al Estado Mayor negociador  de las Autodefensas de Colombia con el fin de exigirles el respeto a su identidad, territorio y autonomía. De forma particular, exigieron al gobierno y paramilitares la no realización de concentración y desmovilización en sus territorios. Alertaron, que en el caso de llevarse a cabo,  la reinserción no debe convertirse en un mecanismo de expropiación de sus tierras ancestrales Así mismo, mostraron su preocupación frente al posible resurgimiento de nuevas formas de estructuras paramilitares en la región una vez reinsertados reinsertados.
Fuente: Indymedia, 15/11/05 

2-INICIATIVAS DE GOBERNABILIDAD PARTICIPATIVA
Hospital de Tarso consiguió mantenerse como servicio público frente a las amenazas de privatización debido a su inviabilidad.
Ante la crisis económica del hospital de Tarso a punto de cerrar y privatizarse,  la Asamblea Municipal Constituyente de Tarso inició un proceso de renovación administrativo que permitió mantener su viabilidad como servicio público. En la renovación del Hospital San Pablo del municipio de Tarso la Gobernación aportó a través de la Dirección Seccional de Salud y el Instituto de Desarrollo para Antioquia (Idea), 120 millones de pesos; el Comité de Cafeteros, 120 millones de pesos, la Administración Municipal de Tarso, 35 millones de pesos y recursos propios del Hospital por 280 millones de pesos. Este caso  se convierte en un precedente para las instituciones de salud de Antioquia y el país al conseguir mantener la salud como servicio público ante claras amenazas de privatización.
Fuente. El Colombiano, 5/09/05.
3-MOVIMIENTO DE MUJERES
La Fundación Mujer y Futuro presentó una propuesta a la Comisión Nacional de Reparación y Conciliación. 
Sugirió una serie de medidas a tener en cuenta en la desmovilización de mujeres combatientes así como también orientaron a los diferentes grupos armados a asignar interlocutoras en los posibles futuros acuerdos de paz. La propuesta se fundamenta en  su libro recientemente publicado “haciendo memoria y dejando rastros” basado en entrevistas a militantes y excombatientes del M-19, Epl y Corriente de Renovación Socialista, que se desmovilizaron en la década de los 90 en Santander.
Fuente: El Tiempo, 27/10/05
Mujeres en ruta denunciaron la militarización del territorio y de las vidas, así como la crisis humanitaria existente en el Chocó.
Tres mil mujeres de diferentes departamentos de Colombia llegaron en ruta de autobuses a Quibdó (Chocó) con el fin de visibilizar la gran crisis humanitaria que vive la población así como la militarización de sus territorios y vida civil. Una vez más las más afectadas son las mujeres, el 80% de los hogares desplazados de esta zona poseen jefatura femenina. Solicitaron al gobierno la garantía de la protección civil frente a la militar y  el cumplimiento de sus deberes con la población desplazadas. Así como a los actores armados el cumplimiento del derecho internacional humanitario.

Fuente: Ruta Pacífica, 25/11/05, El Colombiano 24/11/05

OFP denunció el incremento de intensificación de violencia en el Magdalena Medio 
La Organización Femenina Popular se reunió en una de sus casas de la mujer donde realizó diversos actos de denuncia frente a la intensificación de la violencia que los paramilitares continúan ejerciendo sobre la población del Magdalena Medio, zona que recibe el acompañamiento de la OEA. Este acto fue conmemorativo del Día Internacional Contra la Violencia de las Mujeres. 

Fuente: OFP, 18/11/05
4-SINDICATOS         

Primer Encuentro Nacional de Responsabilidad Empresarial.
La Asociación Nacional de Industriales (ANDI) celebró en Cali el primer Encuentro Nacional de

Responsabilidad Social Empresarial. De las 900 empresas afiliadas a la ANDI, 160 destinan el dos por ciento de sus ventas para inversión social. 
Fuente: El Tiempo, 14/10/05.
Sindicatos se reunieron con la OIT en su visita a Colombia.
La visita de la OIT a Colombia dejó varias recomendaciones al gobierno Uribe en la línea de impulsar el diálogo social y  la concertación con el sector ante los conflictos laborales y planteó la posible ubicación de una futura oficina de la OIT en el país que recogiera las quejas del sector. A pesar de estos resultados, diferentes sectores sindicales salieron decepcionados de la visita ya que esperaban, a partir de ésta, un cambio en la conducta del gobierno que favoreciera claramente a los trabajadores. 
Fuente: El Tiempo, 24/10/05, indymedia, 10/11/05
Unión sindical obrera de Cartagena llevó a cabo diferentes protestas para evitar la venta de la refinería ECOPETROL de Cartagena.
Después de 13 días de huelga de hambre por parte de cinco miembros de la Unión sindical Obrera (USO), el gobernador de Bolívar y el arzobispo de la ciudad sellaron el pacto de trabajar en una propuesta pública para presentarla al gobierno nacional de cara a evitar la venta accionaria de la refinería de Cartagena. 
Fuente: Indymedia, 10/11/05
5-DERECHOS HUMANOS  

Codhes alertó de un incremento del desplazamiento producto de la presión de grupos armados durante la campaña electoral en curso.

La Consultoría para el Desplazamiento y los Derechos Humanos publicó un informe donde identifica un incremento del desplazamiento en 23% con respecto a 2004 y afirmó que las presiones de los grupos armados durante la campaña electoral en curso es la responsable. Identificó que, en medio de la profundización del conflicto armado del presente año, 19 concejales han sido asesinados, 14 víctimas de atentados contra su vida y 326 desplazados. 
Fuente: Codhes  27/10/05.

III Foro Social Colombia Otro Mundo es posible, Ahora!

Participaron más de 300 asistentes, integrantes de ongs, entidades, movimientos sociales y academia. Es el primero que se realiza de los seis encuentros colombianos preparatorios al Foro Social de las Américas en Caracas-Venezuela para enero del 2006. Se abordaron temas relacionados con las entidades culturales, territorio y patrimonio natural (política ambiental en tiempos de seguridad democrática y TLC. Se realizó en Caloto (Norte del Cauca) como apoyo a la resistencia de los paeces.
Fuente: Indymedia, 10/11/05

La Campaña Colombiana Contra Minas frente al proceso de desminado que inicia la OEA.
La Campaña Colombiana Contra Minas denunció que las acciones de desminado que está a punto de iniciar la OEA se limitan a una finca que la Armada Nacional vendió a una firma comercial, obviando la prioridad de acciones de limpieza de minas en los territorios donde el riesgo por accidentes para las comunidades es inminente. 
Fuente: CCCM, 09/11/05.
Familiares de 11 personas del Holocausto del Palacio de Justicia exigieron esclarecimiento de su paradero.
Veinte años después del hecho conocido como Holocausto del Palacio de Justicia, familiares de las 11 personas desaparecidas exigieron a las autoridades que aclaren su paradero. El mismo episodio, protagonizado por un asalto de la guerrilla del M-19 y la posterior ofensiva del Ejército, acabó con más de cien muertos entre magistrados, guerrilleros y trabajadores. 
Fuente: El espectador, 06/11/05
Misión de observación del impacto del Plan Patriota sobre la población civil.

El Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo informó sobre la organización de una misión de observación en las zonas de operación del Plan Patriota en la que participarán una veintena de ONG con el fin de monitorear el impacto generado por los operativos militares en la población civil. Además, las organizaciones sociales en conjunto con las comunidades campesinas continúan solicitando tanto a la procuraduría como a la Fiscalía, la creación de comisiones de Investigación Especiales que verifiquen las aproximadamente 238 denuncias de violación de dh y dih ocasionadas por el operativo militar del Plan Patriota en el Caquetá, Meta, Putumayo y Guaviare. A su vez, comunidades campesinas del Catatumbo manifestaron su rechazo ante el reinicio de las fumigaciones aéreas causantes de nuevos desplazamientos y pobreza en la zona.

Fuente: El Tiempo, 24/11/05. codhes, 5,17/11/05, Fuente: indymedia, 10/11/05
6-CAMPESINOS      

El Carmen de Bolívar,  retorno a casa 
Más de 1.000 personas campesinas retornaron a sus corregimientos y veredas después de 10 días de protesta en el municipio bolivarense una vez conseguido que los delegados del gobierno nacional, departamental y municipal se  comprometieran a solucionar algunos problemas de salud, educación y carreteras de la población.
Fuente: Indymedia 02/10/ 05
CIDH  dictaminó al Estado Colombiano responsable de la masacre de 49 personas en Mapiripán.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) encontró responsable al Estado colombiano por la masacre de 49 personas en Mapiripán, ocurrida entre el 15 y 20 de julio de 1997 en el sur del país. El fallo estableció elevadas medidas compensatorias para los familiares de los fallecidos que han sido identificados y contempló acciones para que el Estado siga con la identificación del resto de las víctimas. 

Fuente: AP en Miami Herald, 12/10/05.
La Comunidad de San José de Apartadó solicitó acompañamiento internacional ante el continuo hostigamiento recibido por el ejército que culminó en nuevos ataques contra la población civil.
La comunidad de paz de San José de Apartadó denunció que población civil de las veredas Arenas Altas y Bajas, donde 42 familias participan del proceso de la comunidad de paz, resultaron afectadas por una operación militar en la que, según la versión de la comunidad, el Ejército bombardeó, disparó y lanzó granadas contra la población civil indefensa resultando muerto A. Salas David, coordinador de la zona humanitaria de Arenas Altas y gravemente herido H. Góez. El Ejército indicó la necesidad de una investigación de los hechos ya que planteó que en la zona se dieron enfrentamientos entre las FARC y el Ejército. El Fiscal M. Iguarán trasladará una comisión especial a la zona para esclarecer los hechos y establecer responsabilidades. La CIDH exige al gobierno medidas provisionales de protección respecto a esta comunidad desde 1999. 
Fuente: El Colombiano, 18/11/05. El Tiempo, 25/11/05, San José de Apartadó 11, 17/11/05.

7-ACCIONES ECOLOGÍCAS
Comunidad del Alto Ariari (Meta) se extrañó de la permanencia de la Oxy-Petrolium en su zona cuando a ellos el gobierno les recomendó no retornar por falta de seguridad.
Comunidad civil de vida y paz del Castillo (Alto Ariari-Meta) extrañada ante la permanencia de la empresa OXY-Petróleum en su zona cuando el gobierno les recomendó a ellos no retornar debido a las mínimas garantías de seguridad existentes. Ante ello, esta comunidad inició su retorno temerosa a perder sus terrenos y viviendas. La CIDH exige al Estado medidas cautelares a esta comunidad los cuales no se están cumpliendo.
Fuente: Indymedia, 19/10/05

Comunidades afrocolombianas del pacífico frente al avance de los megaproyectos.

Comunidades afrocolombianas del pacífico, por un lado las Comunidades de Jiguamiandó, Curvaradó y Cacarica y, por otro lado,  los consejos comunitarios de Tumaco, exigieron al gobierno el cese de otorgamiento de licencias a proyectos agroindustriales como la palma aceitera y banano baby en sus territorios colectivos los cuales, a su vez, introducen la militarización y paramilitarismo que conlleva la persecución, detención y asesinato de líderes comunitarios. También exigieron el rechazo del TLC, de la nueva Ley forestal y el cumplimiento de la Constitución del 91 que reconoce a las comunidades afrocolombianas la titularidad de sus territorios colectivos; así como exige el derecho a la consulta previo a cualquier posible interés económico sobre sus territorios (la Ley 70 de 1993, el convenio 169 de la OIT) Si bien los Consejos comunitarios de Tumaco consiguieron pactar con el gobierno sus principales puntos de exigencia después de 6 días de toma pacífica de la iglesia San Francisco en Bogotá por 700 personas, en cambio las comunidades de Jiguamiandó, Curvaradó y Cacarica continúan viviendo el avance del proyecto agroindustrial y el terror paramilitar  manifestado recientemente a través del asesinato de un de sus líderes y la desaparición de otro. La Unión Europea condenó estos últimos hechos frente al Gobierno Colombiano.

Fuente: indymedia, 10/11/05,  comunidades del Bajo Atrato, 07/11/05.
· EUROPA

Audiencia pública suiza juzgó a Nestlé por sus responsabilidades en Colombia.
Se reunieron en Berna (Suiza) más de 200 participantes y representantes de diversas organizaciones en audiencia pública declarando a Nestlé culpable por incumplimiento de la Convención Internacional de Derechos Humanos de la ONU y los derechos sindicales de la Organización Internacional de Trabajo. Nestlé fue invitada a la audiencia, pero rechazó la participación. 

Fuente: Indymedia, 1/11/05  http://www.multiwatch.ch
Francia presionó al gobierno por la concreción del acuerdo humanitario con las FARC.
Ante los pocos avances existentes en la concreción de un acuerdo humanitario y la incertidumbre de las condiciones de vida de los prisioneros desde hace más de un año, diversas acciones de presión ciudadanas y diplomáticas han surgido desde Francia. Por un lado, el comité de apoyo a Ingrid Betancourt y los secuestrados en Colombia realizaron en París una jornada de reflexión y concierto de rechazó a este crimen de lesa humanidad. Por otro lado, la Unión Femenina Cívica Social de Francia inició  una campaña en las ciudades francesas para buscar la libertad de Íngrid Betancourt. Más recientemente diferentes alcaldes franceses exigieron el acuerdo humanitario al embajador colombiano en París.

Fuente: El Tiempo, 14/10/05, El Colombiano, 24/10/05.El Tiempo, 28/11/05
Tribunal Internacional de Opinión en España juzgó las políticas de Deuda Externa
Tras la realización de las tres Vistas Preliminares de Córdoba, Salamanca y Barcelona se celebró en Madrid el “Tribunal Internacional de Opinión para juzgar las políticas de Deuda Externa” con la finalidad de enjuiciar la responsabilidad del gobierno español, las empresas transnacionales españolas y las instituciones financieras internacionales en relación con los daños causados por la llamada Deuda Externa en los pueblos del sur. El Jurado Popular  falló de forma unánime que los acusados son culpables de todos los delitos imputados y acusaciones realizadas por la campaña ¿Quién debe a quién?. Entre los casos presentados y documentados se incluyeron empresas españolas que operan en Colombia.
Fuente:   www.quiendebeaquien.org, 22/10/05

Delegación mixta catalana visitó Colombia en misión de apoyo de la paz y defensa de los derechos humanos
La delegación del Parlamento, Gobierno y ONGs catalanas visitaron Colombia con el fin de conocer de cerca la grave situación de derechos humanos y humanitaria por la que pasa el país así como para apoyar las iniciativas civiles que desde diferentes sectores organizados impulsan procesos de construcción de la paz, superación de la impunidad, incremento del estado social de derecho y mecanismos de verdad, justicia y reparación con el fin superar el actual conflicto armado. La visita fue coordinada por el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo. 
Fuente: El Tiempo, 26/10/05. Taula Catalana por la paz y los derechos humanos en Colombia, 24/10/05

COHRE exhortó al gobierno colombiano a establecer una comisión de la verdad sobre el desplazamiento.
El Informe publicado por el Centro Suizo por el Derecho a la Vivienda y contra los Desaliños –COHRE- exhortó al gobierno a establecer una comisión de la verdad sobre el desplazamiento que posibilite la creación de un catastro nacional de propiedades perdidas y la incorporación en las política pública de los derechos de la población desplazada a una vivienda adecuada, a ser protegida frente a los desalojos forzados y a la restitución de la vivienda y la propiedad.

Fuente: 11/11/05, Codhes, 11/11/05, COHRE.
· ANÁLISIS DE INICIATIVAS CIVILES DE PAZ DE JULIO A NOVIEMBRE
Durante estos cinco meses se dieron, aproximadamente, por un igual las iniciativas civiles de paz activadoras de acciones surgidas como reacción a hechos concretos que acontecen en el escenario colombiano como también acciones impulsoras de procesos de incidencia, en este caso, frente al gobierno y a los intereses económicos internacionales.

A pesar, de ello, también fueron significativas las acciones alternativas identificadas como aquellos procesos generados para solucionar uno o varios ámbitos de la situación problemática en la que se encuentra la población. 

Las situaciones más abordadas por las iniciativas civiles de paz fueron: la crisis humanitaria, los derechos humanos y el desarrollo (concebido como la búsqueda de retorno o conservación de las tierras, mejora de las políticas públicas y frente a los efectos negativos de la agenda económica internacional que afecta a Colombia), 
Se identifica  que aumentó la preocupación por parte de los sectores indígenas, afrocolombianos y campesinos frente a la escalada de la guerra y un mayor enfrentamiento respecto a las políticas del gobierno nacional así como un  total rechazo a la respuesta militarista del gobierno ante los conflictos sociales  surgidos que supuso un ataque directo a las comunidades indígenas, afrocolombianas y de paz. También se dio  un aumento de iniciativas que intentan limitar los efectos de la guerra y los intereses económicos transnacionales. Por tanto, las iniciativas civiles de paz identifican que, si bien este gobierno transmite una percepción generalizada de mayor seguridad a través de la presencia de la fuerza pública,  la realidad vivida en estos últimos cinco meses  indica un aumento de las crisis humanitarias y enfrentamientos bélicos en más zonas del país.

Por otro lado, se identifica un aumento en la puesta en práctica de las propuestas de gobernabilidad participativa y de medidas de vigilancia ciudadana en la aplicabilidad de la Ley de Justicia y Paz, así como, en un conjunto de procesos de exigencia al gobierno respecto al cumplimiento de sus obligaciones como, por ejemplo, en relación al retorno de las tierras indígenas, al retorno con garantías de las comunidades a sus territorios, a la superación de la impunidad etc...Las iniciativas civiles han conseguido poner en el escenario internacional la exigencia de intercambio de los secuestrados que tiene el gobierno así como las FARC. 

ACCIONES DE REACCIÓN 

Por un lado, destacaron las acciones de reacción frente a las crisis humanitarias generadas por la agudización del enfrentamiento armado (Plan Patriota o corredores de las FARC- Cauca), por los efectos de la militarización sobre la población en zonas de palma africana (Bajo y Medio Atrato), por las fumigaciones (Arauca, Magdalena Medio, Putumayo, Sur de Bolívar),  por la falta de servicios públicos (manifestación de 8.000 indígena y campesinos en el Tolima) y por el aumento del control paramilitar a partir del terror (Magdalena Medio). Estas acciones surgieron básicamente desde el sector campesino, indígena y afrocolombiano. Especialmente, las mujeres buscaron visibilizar  la situación de crisis humanitaria del Chocó y del Magdalena Medio en el marco del Día Internacional Contra la Violencia de las Mujeres.
Otras acciones de reacción se generaron frente a retornos realizados sin garantías o aún no realizados o frente al ataque del ejército contra poblaciones no retornadas: destacaron los indígenas wiwa-Guajira que exigían su retorno (víctimas de desplazamiento por enfrentamientos armados en su comunidad en el 2002 y con medidas cautelares otorgadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos -CIDH-). Por otro lado, el Consejo Comunitario mayor de la Asociación Campesina Integral del Atrato (COCOMACIA) y la Comisión Vida Justicia y Paz de la Diócesis de Quibdó denunciaron que el retorno de una de las comunidades de la masacre de Bojayá dirigido por las autoridades gubernamentales fue decidido sin existir las suficientes garantías de seguridad para la población ya que continúa el enfrentamiento armado en la zona sin  respetar la distinción de los civiles. Y finalmente, la Comisión de Justicia y Paz denunció la agresión de la Brigada 17 del ejército colombiano contra la Zona Humanitaria de las comunidades afrodescendientes del río Jiguamiandó, donde se resguardaban después del desplazamiento forzado de sus territorios colectivos por la amenaza paramilitar y la siembra de palma africana, mientras esperaban el pronunciamiento del gobierno de expulsión de los palmicultores de sus tierras para poder retornar. Durante todos estos meses la Comunidad de Paz de San José de Apartadó recibió amenazas por paramilitares y militares, hasta que según la misma comunidad, el ejército agredió contra LA población civil, integrante de una zona humanitaria de la comunidad. El respeto por las Zonas Humanitarias fue asumido como un compromiso del Gobierno con la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
También destacaron las acciones realizadas desde el sector campesino, indígena y afrodescendiente que visibilizaron la opinión de rechazo al Tratado de Libre Comercio y de la Ley Forestal a punto de ser aprobado por el gobierno.

ACCIONES ALTERNATIVAS

Entre las acciones alternativas destacaron el aumento y fortalecimiento de asambleas municipales constituyentes como formas de gobernabilidad participativa e inclusiva que permiten el desarrollo, la defensa de los servicios públicos y la realización de acuerdos humanitarios con los diferentes actores armados que se encuentran en la zona. También resaltaron los esfuerzos del sector campesino en situación de crisis humanitaria (Arauca o en el nordeste de Antioquia y Magdalena Medio) en convocar a las autoridades locales, departamentales y regionales así como al sector privado para buscar una solución a los bloqueos económicos, alimenticios y sanitarios que sufren debido al recrudecimiento de los enfrentamientos entre actores armados en su zona. Destacaron las acciones de ocupación de tierras activadas por los indígenas como medida alternativa para la recuperación pacífica de las mismas frente al incumplimiento del gobierno de retorno de las tierras. A pesar de llevarse a cabo pacíficamente, el ejército respondió en la mayoría de las ocupaciones con una respuesta violenta. Por otro lado, tuvo lugar el Primer Encuentro Nacional de Responsabilidad Empresarial organizado por la Asociación Nacional de Industriales. Así como se inició la celebración de las 6 sesiones preparatorias del Foro Social de las Américas que se celebrará en Caracas.
ACCIONES DE INCIDENCIA AL GOBIERNO O A INTERESES ECONÓMICOS.

Entre los procesos que buscaron incidir en el gobierno o respecto al negativo impacto de los intereses económicos nacionales e internacionales se encuentran los siguientes:


Respecto al proceso de negociación con los paramilitares destacó la incidencia realizada por organizaciones de mujeres (Iniciativas de Mujeres por la Paz, Red de Mujeres) que, si bien rechazan la Ley de Justicia y Paz, trabajaron por incorporar en algunos de sus artículos la perspectiva de género. También destacaron los procesos de veedurías iniciadas por comunidades de Antioquia con el fin de evitar que la desmovilización de los paras no intensifique la violencia en sus territorios sino que garantice la reconciliación.

 El Movimiento de Víctimas de Crímenes del Estado, inició varias acciones de incidencia con el fin de avanzar en la superación de la impunidad del Estado así como para que la Ley de Justicia y Paz no implique mayor impunidad. Entre estas destacó la propuesta de la formación de una Comisión Internacional de Observación del avance del fenómeno del paramilitarismo en Colombia y de la impunidad que pueda generar la Ley de Justicia y Paz .

Ante la celebración del Holocausto del Palacio de Justicia los familiares continuaron exigiendo el paradero de 11 personas aún desaparecidas.

Por otro lado, Codhes alertó al gobierno de tomar medidas ante la presión que los grupos armados realizan sobre la población en épocas preelectorales que ya están causando el incremento del desplazamiento. Así mismo, ong organizaron una misión de observación del impacto del Plan Patriota sobre la población debido a la crisis humanitaria provocada y la nula respuesta de los órganos de justicia del Estado frente a la violación de derechos humanos por parte del ejército en estas zonas.
En relación al acuerdo humanitario, las gestiones realizadas por los  familiares de secuestrados por las FARC junto a la gobernación del Valle, a partir del Encuentro del “Suroccidente por la Paz: Pongámonos de acuerdo humanitario”,  avanzaron en crear un escenario internacional de apoyo a la liberación de secuestrados de las FARC incitando a ambos actores, FARC y Gobierno, a acordar las condiciones para que se pueda dar.  

Por otro lado, la mayoría del  movimiento indígena expresó su decepción respecto a los “consejos comunitarios”, espacios participativos convocados por el gobierno con el supuesto fin de concertación de soluciones a problemas de la población, pero que en la realidad el gobierno los usa para legitimar la aplicación de estrategias de la política de seguridad democrática y como consulta previa para, posteriormente, incorporar proyectos económicos en sus zonas en detrimento a su dignidad. 
La preocupación por el impacto de los intereses económicos nacionales e internacionales fueron objeto de varias acciones de incidencia por parte de los sindicatos,  indígenas y afrocolombianos. Destacó la huelga de hambre protagonizada por sindicalistas de la unión sindical obrera de Cartagena para evitar la venta de la refinería de Ecopetrol. Por otro lado, destacó la iniciativa del Observatorio social de Empresas Transnacionales, Megaproyectos y Derechos Humanos en Colombia que inició las fases investigativas de preparación del tribunal permanente de los pueblos (TPP) - capítulo Colombia- que se celebrará el próximo julio de 2007 en Bogotá con el fin de someter a instrucción y juicio los crímenes de lesa humanidad cometidos por empresas transnacionales. También resaltó la iniciativa de los Indígenas de Santa Marta de conseguir declarar su territorio como santuario espiritual de la humanidad para superar el conflicto armado y detener los proyectos ecoturísticos que avanza el Gobierno en su territorio en detrimento de su dignidad y cultura. Así mismo se creó una delegación de ong que acompañó los juicios de los 16 indígenas kankuamos detenidos arbitrariamente  acusados de rebelión que resultaron al final del proceso inocentes.
Por otro lado, las autoridades indígenas U’wa rechazaron la consulta impulsada por el Gobierno colombiano y la empresa Ecopetrol para la exploración del Bloque Sirirí-Catleya debido a que en experiencias anteriores han constatado que es un  proceso que anula la decisión compartida y es enfocada meramente para informar y legitimar la ejecución de un proyecto decidido unilateralemente.

FUENTES PERIÓDICAS DE INFORMACIÓN ELECTRÓNICA


Fundación Hemera (Revista Etnias de Colombia): www.etniasdecolombia.org
ONIC: www.onic.org.co

Iniciativa de Mujeres por la Paz (Voces de Mujeres): www.mujeresporlapaz.org
Ruta Pacífica de las mujeres: www.rutapacifica.org.co
OFP:www.ofp.org.co

El tiempo: www.eltiempo.com
El espectador: www.elespectador.com
El Colombiano: www.elcolombiano.com
Centro de Medios Independientes (IndymediaColombia): www.colombia/indymedia.org
Asamblea Permanente Sociedad Civil por la Paz: www.porlapaz.org.co
www.nodo50.org/asipazcol, www.asambleaporlapaz.org
Codhes: www.codhes.org
Reddepaz: www.redepaz.org.co
Unión Europea y Colombia,diplomacia y sociedad civil: www.euro-colombia.org 

� Este boletín es una inicitiva de la “Taula Catalana per la Pau i els Drets Humans a Colòmbia” para fortalecer las iniciativas ciudadanas de construcción de paz en Colombia y, también, el compromiso de la sociedad catalana con esas iniciativas. Se van a realizar algunas ediciones de prueba de difusión limitada para que, tanto desde Colombia como desde Catalunya, nos puedan orientar sobre el formato y el contenido más apropiado. La información recogida  no pretende ofrecer un panorama exhaustivo de todas las iniciativas ciudadanas de construcción de paz existentes en el país. La información presentada no tiene porqué coincidir con los principios de la autoría.


� La “Taula Catalana per la Pau i els Drets Humans a Colòmbia” está formada por: Ajuntament de Barcelona, Ajuntament de Lleida, Ajuntament de Sant Cugat del Vallès, Ajuntament de Santa Pau, Associació Catalana per la Pau, Comissió Catalana d’Ajuda al Refugiat-CEAR, Consell Nacional de la Joventut de Catalunya, Cooperacció, Entrepobles, Escola de Cultura de Pau de la UAB, Federació Catalana d’ONG per al Desenvolupament,  Fons Català de Cooperació al Desenvolupament,  Fundació Josep Comaposada (UGT),  Fundació Pagesos Solidaris, Fundació Pau i Solidaritat (CCOO), Fundació per la Pau, Generalitat de Catalunya, Intermón-Oxfam, Justicía i Pau, Lliga dels Drets dels Pobles, Moviment per la Pau. Entidades observadoras: Amnistia Internacional-Catalunya, Brigades Internacionals de Pau-Catalunya.





